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La interpretación 
evolutiva de la norma 
Gre!,JOrio Delgado 
No resulta difícil, al analizat la jurisprudencia más reciente de los 
Tribunales eclesiásticos, advertir, en muchos casos, un cambio importante 
en sus planteamientos, sobre todo en comparación con decisiones anterio-
res al Concilio. Cambio particularmente referido al modo como se inter-
preta el Derecho precedente. Ahora se atribuye frecuentemente un conte-
nido distinto, permaneciendo inalterada la letra del precepto codicia!' 
Las consecuencias de esta actitud, secundada por algún sector doctrinal, 
son evidentes. El fenómeno a que da lugar, y que cuestiona el sentido 
habitual en la doctrina del c. 18, reclama una atención específica por parte 
del jurista. Este es el objeto de la presente comunicación: no un análisis 
completo de la teoría de la interpretación de la norma en Derecho canó-
nico, sino exponer y valorar el fenómeno aludido que, sin duda alguna, 
obliga a revisar determinados aspectos de dicha teoría. 
A fin de proceder con un cierto orden sistemático, desarrollaremos 
la problemática del modo siguiente: 1) Apretada síntesis de los criterios 
hasta ahora vigentes en materia de interpretación de la norma canónica; 
2) Análisis del fenómeno que viene operándose a raíz del Concilio; 3) Su 
explicación técnica (interpretación evolutiva) y las razones de fondo invo-
cadas para su justificación; y 4) Un intento de valoración crítica de toda 
la problemática con particular atención a aquellos aspectos que considera-
mos básicos dentro de la misma. 
1. LA INTERPRETACIÓN DE LA NORMA EN LA DOCTRINA CANÓNICA. 
El c. 17, § 1 considera la interpretación desde el prisma del propio 
legislador. Para esta interpretación auténtica -frecuentemente realizada-
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se estableció la Comisión de intérpretes del Código mediante el m.p. Cum 
iuris canonicP. Interpretación auténtica, hecha a modo de ley que, en 
expresión del c. 17, § 2, recogiendo una tradición secular en el Derecho 
canónico, estudiada por GiacchF, tiene la misma fuerza de la ley. Esta 
función de protagonista que, en la interpretación de la norma, se atribuye 
a11egis1ador, viene confirmada en el Código a costa de un debilitamiento 
claro de instituciones pujantes en el Derecho clásico. Baste la siguiente 
enumeración: 1) A la aequitas canonica sólo se alude en el c. 20 como 
elemento de matización de los principios generales del Derecho en relación 
con el llamado Derecho sup1etorid; 2) La costumbre4 sólo adquiere valor 
normativo (c. 25) si cuenta con el consentimiento del legislador y además 
no ofrece problemas en lo qm. a su rationabilitas se refiere (exigencia que 
no se plantea con respecto a la ley); 3) Las posibles dificultades en el 
cumplimiento de la norma, como atenuantes de su obligatoriedad, única-
mente son tenidas en cuenta en el contexto del derecho penaJ5; 4) La ju-
risprudencia (prácticamente inexistente, fuera de la materia matrimonial) 
se inclina por una obsequiosa reverencia al precepto legal. 
Es más, cuando el Código trata de fijar el modo o método de inter· 
pretación, centra los criterios interpretativos preferentemente en torno al 
legislador y al texto legal. La significación de las palabras, considerada en 
el texto y en el contexto legales, se aduce, por el c. 18, como primer crite-
rio hermenéutico. Si el significado de la norma todavía permaneciera du-
doso u obscuro, se acudirá a los lugares paralelos (si los hay), al fin y cir-
cunstancias de la ley, y a la mente del legislador. 
La doctrina canónicaó ha visto, en los términos del c. 18, la explici-
1. A.A.S. 9 (1917), pp. 483-484. 
2. O. GIACC H 1, Formazione e sviluppo delta dottrina delta interpretazione auten-
tica in Diritto canonico (Milano 1935). 
3. Cfr., entre otros, A. MOSTAZA, La equidad en el Derecho canónico, «Estudios en 
homenaje al Profesor López Rodó», III (Madrid 1972), PP. 325-358; P. G. CARON 
«Aequitas» romana, «misericordia» patristica ed «epicheia» aristotelica nelta dottrina dell' 
«aequitas» canonica (Milano 1971). 
4. Cfr. J. ARIAS, El consensus communitatis en la eficacia normativa de la costum-
bre (Pamplona 1966). 
5. Cfr. c. 2205. 
6. Cfr., entre otros, G. MICHIELS, Normae generales iuris canonici, I (Parisiis-
Tornaci-Romae 1949), pp. 471-580; L. BENDER, Legum ecclesiasticarum interpretatio et 
suppletio (Roma-Parigi-New York-Tournai 1961); M. CABREROS DE ANTA, Investigación 
subjetiva y objetiva de la ley, «Investigación y elaboración del Derecho canónico» (Bar-
celona 1956), pp. 207-226; G. CAPOGRASSI, La certezza del Diritto nell'ordinamento ca-
nonico, «Ephemerides Iuris Canonici», 5 (1949), pp. 9-30; G. FELICIANI, L'analogia 
nelt'ordinamento canonico (Milano 1968), pp. 29-93. En este último trabajo puede en-
contrarse una completa referencia bibliográfica sobre el particular. 
LA INTERPRETACIÓN EVOLUTIVA DE LA NORMA 119 
tación de los medios aptos para interpretar correctamente la norma. Si-
guiendo, en gran parte, a Suárez, en su célebre tratado De legibus, ha con-
siderado que, en último término, el punto nuclear de la teoría de la inter-
pretación en derecho canónico consiste en identificar la "mens" o "volun-
tas legislatoris». Para esta función de identificación se exige manejar una 
serie de datos y factores. En este sentido se ha hablado del fin, de la causa, 
de la ratio de la ley dentro de una coherencia (rationabilitas) general con 
el resto del ordenamiento. Pero todo ello circunscrito a una actividad pre-
ferentemente especulativa. 
En efecto, la interpretación se convierte en una actividad tendente 
a identificar, mediante los recursos que fija el c. 18, la "voluntas legisla-
toris», el contenido del enunciado o de los términos en que se manifiesta 
la norma. Una actividad, en consecuencia, eminentemente estática, referi-
da al momento de la promulgación y de carácter claramente especulativo. 
Una actividad, en suma, desconectada de la realidad social concreta, del 
elemento dinámico de la norma. Una actividad unilateral e incompleta. 
Esta identificación de la "voluntas legislatorias", referida a un mo-
mento concreto (el de la promulgación), consiste, en definitiva, en señalar 
los supuestos concretos contemplados por el legislador con la norma en 
cuestión. Delimitados éstos, la norma permanece estática en el tiempo, 
desconectada de la realidad social circundante y en constante evolución. 
A 10 sumo se admite una extensión a supuestos no previstos explícitamen-
te por el legislador, pero de tal forma relacionados entre sí, que sería 
injusto decidir de un modo distinto (la llamada "identitas rationis") a 
como se hace en los supuestos previstos por la norma. 
Entendida de este modo, la interpretación ofrece al intérprete muy 
escasas posibilidades, puesto que se limita, como hemos dicho, a determi-
nar los supuestos contemplados en el momento de la promulgación de la 
norma; máxime si tenemos en cuenta la frecuencia con que han venido 
realizándose interpretaciones auténticas. Es más, la norma misma se ve 
privada de su potencialidad ordenadora al quedar fijada en un momento 
determinado del tiempo, provocando, por tanto, su rápida caducidad e 
inadecuación a la realidad social que se pretende ordenar. 
II. LA REPERCUSIÓN DEL CONCILIO. 
Como no podía ser menos -después del Vaticano II-, el llamado 
espíritu pastoral ha hecho acto de presencia en una temática eminente-
mente técnica. Una voz tan autorizada como la de Cardo Felici, Presidente 
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de la Comisión de reforma del Código, señalaba, no hace mucho, que éste 
debía ser interpretado ahora de acuerdo con el espíritu pastoral del Con-
cilio7• Opinión ampliamente compartida por algún sector de la doctrina 
canónica y particularmente por los órganos del gobierno eclesiástico y por 
los mismos tribunales. La interpretación que estos últimos realizan, en 
muchos casos, de las normas del Código que regulan la materia matrimo-
nial, ofrece un claro testimonio del nuevo método hermenéutico y del fenó-
meno a que está dando lugar la aplicación de las normas codiciales, inter-
pretadas de acuerdo con el que llaman espíritu pastoral. 
Es de todos conocido el proceso histórico de decantación de la figura 
del error facti y los términos en que se ha venido concretando su relevan-
cia jurídica como error-vicio del consentimientos. Pues bien, una determi-
nada jurisprudencia, incluida la rotaP, viene optando recientemente por 
una interpretación del c. 1083 que conlleva, de hecho, la introducción 
de un nuevo caput nullitatis. Esta extensión a supuestos no contemplados 
por el legislador codicial se realiza mediante una interpretación del c. 1083 
en la que se valoran, entre otros, los siguientes aspectos10 : 
a) La libertad y dignidad de la persona -sobre todo después del 
Concilio- exigen una mayor amplitud en el marco de su protección jurí-
dica. El c. 1083 ha de interpretarse en "conformidad con la doctrina ex-
puesta por el Concilio Vaticano II sobre la dignidad del matrimonio y 
la visión personalista del amor conyugal", o según "los principios expues-
tos por el Vaticano II sobre el Matrimonio". 
b) El concepto de persona, manejado hasta ahora por la doctrina y 
la jurisprudencia, debe ser abandonado y sustituido por otro que, "con 
base en la doctrina del Concilio Vaticano II", se aproxime bastante al que 
está presente en la moderna antropología. 
7. Cfr. El Concilio Vaticano I~ y la nueva codificación canónica, «lus Canonicum», 
VII (1967), pp. 307-320. 
8. Cfr., al respecto, V. REINA, Error y dolo en el matrimonio canónico (Pamplo-
na 1967), pp. 57-243; G. DELGADO, Error y matrimonio canónico (Pamplona 1975), 
pp. 17-68. En ambos trabajos puede encontrarse suficiente información bibliográfica al 
respecto. Este mismo fenómeno puede advertirse en relación con otros capítulos de 
nulidad del matrimonio. Cfr., por ejemplo, J. ARIAS, El defecto de libertad interna y la 
nulidad del matrimonio, «lus Canonicum», XV (1975), n. 29, pp. 293-308; ID., Los 
conflictos matrimoniales como presunción de anomalías invalidantes del matrimonio in 
fíeri: sus consecuencias (de próxima aparición en «lus Canonicum»). 
9. Cfr. DELGADO, op. cit., pp. 73-115. 
10. La exposición de los argumentos aducidos sobre el particular, así como su valo-
ración crítica, puede verse en DELGADO, op. cit., pp. 73-186. 
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c) Aludiendo a la Gaudium et Spes, nn. 47, 48 Y 50, cuando con-
templa el matrimonio como una comunidad de vida y amor, se insiste en 
esta concepción para valorar determinadas cualidades o circunstancias 
personales como incompatibles con una vida matrimonial normal y, por 
tanto, relevantes en relación con la prestación del consentimiento en caso 
de error sobre las mismas. 
d) Se llega a la misma conclusión (relevancia jurídica del error-vi-
cio al margen de una reforma legal del c. 1083) mediante una previa des-
calificación de la norma codicial, por entender que responde a un contexto 
socio-cultural superado. El mundo de hoy exige valorar y apreciar otras 
cualidades y circunstancias personales. En consecuencia, se ha de otorgar 
relevancia jurídica al error sobre las mismas, con independencia del crite-
rio de la norma codicial, claramente trasnochado. 
Como se advertirá, en este modo de interpretar la norma canónica, 
presente en determinada doctrina y jurisprudencia canónicasll , no se alude 
para nada a la "voluntas legislatoris". Criterios o modos de interpretar las 
normas codiciales que pueden detectarse también en relación con otros 
muchos preceptos y muy concretamente en materia matrimonial, en la que 
se aprecia claramente la tendencia a valorar el "in fieri" de acuerdo con 
la realidad existencial del "in facto esse '>12. Este es el hecho: un modo de 
interpretar que conduce, en muchos casos, a modificar sustancialmente el 
contenido normativo del Código en base a los cambios operados en la rea-
lidad social o en base a alusiones genéricas a la doctrina conciliar. 
lII. EXPLICACIÓN y JUSTIFICACIÓN DEL FENÓMENO. 
Siguiendo un proceso lógico en estos casos, se ha tratado últimamen-
te de buscar una explicación o justificación técnica del fenómeno en cues-
tión. Tal explicación se concreta en la pretensión de aceptar, en el ordena-
miento canónico, la llamada interpretación evolutiva13• Veamos, con bre-
11. Ibídem. 
12. Cfr. nota n. 8. 
13. Cfr. P. MONETA, Errore sulla qualitlJ individuanti ed interpretazione evolutiva, 
«11 Dírítto ecclesíastico», 81 (1970), Il, pp. 33-44; H. Sc HWENDENH El M, Der 'Geist der 
Gesetzgebung' als dynamischer Interpretationsfaktor, «Revue de Droit canonique», 21 
(1971), pp. 313-332. A dichos trabajos se ha referido la sentencia rotal Coram Pinto, del 
12 de noviembre de 1973. El texto completo de esta sentencia puede verse en DELGADO 
op. cit., pp. 311·328. 
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vedad, su configuración y las pretendidas aportaciones conciliares que la 
apoyan. En gran síntesis, las coordenadas de esta posición14 pueden descri-
birse del modo siguiente: 
Se parte de una premisa previa según la cual el significado concreto 
de la ley, aún permaneciendo inalterada la letra, puede experimentar dife-
rentes mutaciones a tenor del momento histórico en que sea aplicada. Este 
cambio en el contenido normativo de la ley puede venir determinado por 
la presencia de dos factores distintos: la actividad normativa posterior del 
propio legislador y los cambios de la realidad social en la que la ley va 
a incidir. El intérprete, en consecuencia, ha de valorar preferentemente 
aspectos y factores con entidad autónoma respecto de la ley, tratando de 
buscar su armonización con los datos jurídicos preexistentes e indicar la 
norma a seguir en cada caso. El dato social, la realidad viva se eleva a la 
categoría de criterio determinador del derecho aplicable. Más aún, confi-
gura el Derecho mismo, la norma. Esta no se entiende desconectada de 
la realidad social. Es ésta la que, en definitiva, modela el contenido de 
la norma. 
Como ha sugerido recientemente la sentencia rotal Coram Pinto) del 
12 de noviembre de 1973, la jurisprudencia canónica, sin aludir explíci-
tamente a la interpretación evolutiva, está aplicando de hecho, en muchos 
casos, las normas del Código de acuerdo con este método hermenéutico. 
Concretamente, la problemática matrimonial se polariza claramente en di-
chos términos. En relación con el error facti (por seguir con el ejemplo 
antes aludido), el entorno social, cultural, existencial, etc., es definitivo 
para valorar la significación de las cualidades y su relevancia jurídica. Las 
alusiones a la comunidad de vida y al matrimonio como relación interper-
sonal (invocando la doctrina conciliar y la moderna antropología) son uti-
lizadas para potenciar una realidad sociológica concreta que exige una in-
terpretación del c. 1083, susceptible de acoger tales hipótesis, con indepen-
dencia del tenor literal del precepto legal en cuestión. No puede negarse la 
existencia, en muchos de estos casos, de una clara pretensión de configu-
rar la norma codicial de acuerdo con la realidad sociológica que se pre-
tende valorar, modificando sustancialmente su significado habitual. ¿Cuá-
les son las razones de fondo en que se apoya este nuevo método de inter-
pretación de la norma canónica? 
14. En realidad, la configuración de la llamada interpretaci6n evolutiva es preciso 
detectarla en la doctrina civilista. Amplias referencias a la misma pueden encontrarse en 
los trabajos de Moneta y Schwendenheim. 
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Siguiendo el esquema propuesto por Monetal5 , hemos de partir de 
una afirmación previa, fiel reflejo de la situación precedente: la veneración 
por la norma y su constante y exclusiva explicación con referencia a la 
voluntas legislatoris son una consecuencia lógica de la concepción absolu-
tista que ha venido inspirando el ordenamiento canónico hasta el Vati-
cano n. Ahora, sin negar la posición del Romano Pontífice en la Iglesia 
universal y la del Obispo diocesano en la Iglesia local, el modo de ejercer 
los poderes que les son propios se inspira en unos principios totalmente 
incompatibles con esa imagen monárquica y absolutista, heredada del me-
dievo. A este respecto, se subraya la relevancia del concepto de Pueblo de 
Dios y la consideración, como contrapunto, de la autoridad como un ser-
vicio. Si a esto añadimos la posición secundaria e instrumental de la Jerar-
quía respecto del Pueblo de Dios, se impone claramente la urgencia de 
otorgar, en las decisiones de gobierno, mayor relieve a la base. Asimismo, 
se alude al peso específico que ha adquirido el principio de colegialidad 
en el gobierno de la Iglesia, concretamente a través del Sínodo y de las 
Conferencias episcopales. El estudioso del derecho de la Iglesia -con-
cluye- no puede ignorar la existencia de estos centros de poder que limi-
tan, de hecho, el poder del Papa y transforman el carácter absolutista y 
centralizador del ordenamiento canónico. 
Configurada de este modo la estructura constitucional de la sociedad 
eclesiástica, no cabe, en el ámbito de la interpretación jurídica, el cons-
tante acatamiento de la voluntad del legislador. Obliga a otorgar, en todo 
momento, un mayor crédito a las opiniones y deseos compartidos por el 
Pueblo de Dios. Esto es, se hace necesario tener en cuenta el sustrato de 
hecho del sistema jurídico con la consecuencia lógica de descalificar cual-
quier interpretación de la voluntad del legislador que no tenga en cuenta 
las nuevas exigencias del cuerpo social. 
Esta mayor sensibilidad hacia la realidad social es solicitada por 
otro factor que viene siendo subrayado insistentemente por el pensamien-
to teológico moderno: la toma de conciencia de la historicidad de todo 
cuanto en la Iglesia no se reconduce al Derecho divino. La existencia se-
cular de una norma eclesiástica no justifica por sí sola su continuidad y 
vigencia en épocas históricas diferentes en las que aparecen factores y cir-
cunstancias muy distantes de las que constituyeron el sustrato de hecho 
de la norma en cuestión. Sin duda alguna, el reencuentro con el carácter 
histórico de las normas canónicas impone una mayor flexibilidad y aten-
15. Cfr. MONETA, arto cit., pp. 37-44. 
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ción a los signos de los tiempos, que necesariamente harán acto de pre-
sencia al momento de su interpretación mediante una integración de la 
realidad cambiante en la delimitación del significado normativo. 
Otra de las razones de fondo, aducidas en favor de este nuevo mé-
todo de interpretación, radica en el cambio operado respecto al procedi-
miento de elaboración de las normas canónicas, al menos las más signifi-
cativas e importantes. Dicho cambio se advierte, según Moneta, obser-
vando la importancia adquirida por el Concilio ecuménico en cuanto órga-
no de potestad. En efecto, en la estimación de este autor, el Concilio va 
asemejándose a una verdadera y propia asamblea legislativa en el que se 
asiste a una contraposición de opiniones profundamente divergentes y en 
el que las decisiones finales representan una vía intermedia, un compromi-
so que no refleja el pensamiento de ninguna de las corrientes en contraste. 
Las decisiones finales, aunque aprobadas y sancionadas por el Papa, vie-
nen atribuidas más al órgano colegial autónomo que al mismo Romano 
Pontífice. 
En definitiva -concluye esta corriente de opinión-, las observa-
ciones realizadas ponen de manifiesto que los obstáculos que impedían una 
revisión de la concepción tradicional, en materia de interpretación de la 
norma canónica, han desaparecido. En consecuencia, continuar rígidamen-
te aferrados a la voluntas legislatoris, sin considerar la cambiante realidad 
social como configuración de la norma misma, supondrá confinar el De-
recho canónico en un mundo sin vida. Consciente de la novedad y de los 
riesgos de tal planteamiento, sugiere, por último, la necesidad de observar 
ciertas cautelas, dada la especial naturaleza de las materias, objeto de la 
norma canónica. 
IV. VALORACIÓN CRÍTICA DE LA PROBLEMÁTICA. 
Un intento de valoración crítica de la problemática expuesta ha de 
tocar necesariamente -aunque se detectan también otras cuestiones co-
laterales- dos puntos de ineludible atención: la incidencia del Concilio 
Vaticano II y la adecuación entre norma y realidad social. 
1. La incidencia del Concilio Vaticano JI. 
Aunque pueda parecer paradójico, conviene aclarar, de entrada, que 
tal incidencia no es, de suyo, un tema que afecte directamente a la teoría 
general de la interpretación. En realidad, ni el Concilio se ha referido para 
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nada a la naturaleza de la norma canónica, ni el hecho mismo de la cele-
bración de un Concilio afecta a la problemática que nos ocupa. 
Desde esta perspectiva, me parece advertir en los planteamienos doc-
trinales y jurisprudenciales, antes expuestos, una especie de salto que con-
viene subrayar. Me refiero a un verdadero equívoco, fácilmente detectable. 
Una cosa es el modo de interpretar el Código y su legislación complemen-
taria de acuerdo con las disposiciones conciliares que enuncien un conte-
nido diverso y otra, muy distinta, la posibilidad de identificar, en los tex-
tos conciliares, un nuevo espíritu eclesial que dé lugar, en muchos aspec-
tos, a una nueva concepción del Derecho canónico que, sin duda alguna, 
tendrá su eco en la necesidad de buscar un "nuevo sentido" de la inter-
pretación. Es evidente que el segundo aspecto rebasa ampliamente el tema 
de la interpretación para incidir de lleno en el más fundamental de la concep-
ción misma de la Iglesia y del Derecho canónico, del que la interpretación 
sería un simple corolario. 
Por lo que a la constitución de la Iglesia se refiere -sin mencionar 
ahora las diferentes orientaciones que se han sugerido sobre el particu-
lar-, bastará con indicar qUe esa temática se centra en torno a la llamada 
evolución homogénea del dogma católicd6• No hay ni puede hablarse de 
ruptura, como tampoco puede hablarse de novedades radicales. Hay -eso 
sí~ una mayor profundización en el conocimiento de la Iglesia, una más 
comprensiva aprehensión de algunos aspectos e instituciones de la misma. 
Pero, nada más. Desde este punto de vista, los pretendidos cambios ope-
rados por la doctrina conciliar, en la constitución de la Iglesia, e invocados 
como justificación de fondo de la interpretación evolutiva, no son tales. 
Ahora bien, desde el momento mismo en que la Iglesia se conoce 
mejor, tal conocimiento influye en una mejor interpretación de la norma 
canónica. Pero, en realidad, todo esto no conlleva, al menos en principio, 
poner en tela de juicio la teoría misma de la interpretación, a no ser que 
ésta se haya entendido (cosa bastante frecuente) como el medio de conocer 
y aplicar la norma, atendiendo única y exclusivamente al momento de su 
promulgación. Las aportaciones del Concilio son indudablemente nuevos 
conocimientos que el intérprete de la ley debe tener en cuenta. Se trata 
de esclarecimientos (en este caso de carácter magisterial) que inciden nor-
malmente en la interpretación de la norma, como inciden en ella (en un 
16. Cfr. F. MARÍN SOLA, La evolución homogénea del dogma católico (Madrid 
1952); C. Pozo, La teoría del progreso dogmático en los teólogos de la Escuela de Sala-
manca (Madrid 1959). 
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plano de autoridad distinto) las conquistas de la ciencia jurídica. Pero esto 
no supone novedad alguna: siempre los canonistas han tenido en cuenta 
el Magisterio de la Iglesia en la tarea de interpretación del Derecho. Ni 
tampoco supone la necesidad de aceptar un modo de interpretar la norma 
canónica, esencialmente distinto. 
Concretando las anteriores observaciones a las razones invocadas co-
mo justificación de fondo del nuevo método de interpretación, conviene 
precisar algunos extremos: a) La consideración de la Iglesia, como pueblo 
de Dios17, no supone la negación del principio jerárquico ni conlleva un 
cambio radical en el sentido de que ahora el Pueblo de Dios pase a ser 
quien detente los poderes y funciones públicas en la Iglesia hasta el punto 
de convertir a la Jerarquía en un simple instrumento para el ejercicio de 
poderes que recibe del Pueblo de Dios; b) La Colegialidad episcopal que, 
sin duda alguna, entraña determinadas consecuencias en el gobierno de la 
Iglesia, no es negación del Primado, sino reafirmación del mismo. En todo 
caso, ni el Sínodo de los obispos ni las Conferencias episcopales son, desde 
la perspectiva del Derecho de la Organización, expresiones orgánicas de 
dicha Colegialidad ni, mucho menos, gozan de unos poderes que limitan 
de hecho el poder del Papa18 ; c) Equiparar el Concilio ecuménico con una 
Asamblea legislativa o un Parlamento, a fin de configurar un contenido 
variable de la norma, muestra, con claridad, un desconcimiento total del 
Derecho constitucional canónico19• 
Tampoco puede hablarse de ruptura por lo que atañe a la naturale-
za del Derecho canónico. Nada hay en el Concilio (como ha reiterado 
17. Cfr. J. HERVADA-P. LOMBARDÍA, El derecho del Pueblo de Dios, I (Pamplo-
na 1970). 
18. Cfr. J. HERVADA, Estructura y principios constitucionales del gobierno central, 
«lus Canonicum», XI (1971), n. 22, pp. 11-54; ID., El Romano Pontífice, «El proyecto 
de ley fundamental de la Iglesia» (Pamplona 1971), pp. 169-170; J. A. SOUTO, La fun-
ción de gobierno, «lus Canonicum», XI (1971), n. 22, pp. 202-209; ID., Autonomia e 
liberta nell' ambito istituzionale. La collegialita dopo il Vaticano JI, «Studi cattolici», 
100-101 (1969), pp. 520-522; B. KLüPPENBURG, O Sinodo dos Bispos. Representa~ao e 
a~ao do Colégio?, «Revista ecclesiastica brasileira», 17 (1967), pp. 339-347; J. NEuMANN, 
Die Bischofssynode, «Tübinger Theologische Quartalschrift», 147 (1967), pp. 1-27; G. 
DELGADO, Obispos auxiliares, Conferencia episcopal y Concordato, «Nuestro Tiempo», 
251 (1975), pp. 147-160. Al Sínodo de los obispos, pertenece por su naturaleza, informar 
y dar conse;os. Podrá gozar también de potestad deliberativa cuando ésta le fuese conce-
dida por el Romano Pontífice, al cual en este caso toca confirmar las decisiones del 
Sínodo (M. P. Apostolica sollicitudo, n. lI). Las conferencias episcopales únicamente pue-
den emanar actos jurídicos vinculantes en los términos que fija el Decr. Christus Dominus, 
n.38,4). 
19. Cfr. SOUTO, La función, arto cit., pp. 202-209. 
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repetidamente Pablo VI) que autorice a pensar en una concepclOn esen-
cialmente distinta de lo que es el Derecho de la Iglesia y de su función 
dentro de la misma. Sí es cierto -y así lo afirmamos- que pueden en-
contrarse elementos suficientes para comprenderlo mejor. Lo que no cabe 
es hablar de ruptura ni de una esencia o función radicalmente distintas. 
Se ha puesto de relieve (tesis que comparto) que el Derecho canónico, de 
ser entendido como simple instrumento al servicio de la autoridad, ha de 
pasar a entenderse como orden social justo al servicio de la misión de 
la Iglesia y de la tutela y garantía de los derechos de los fieles20 • 
Este extremo ha de influir necesariamente en la actitud de los cano-
nistas a la hora de interpretar la norma canónica, si bien sus efectos de-
ben ser particularmente visibles en la tarea legislativa. Pero, a pesar de 
ello, no cabe hablar tampoco de una teoría de la interpretación, absolu-
tamente nueva. La ciencia canónica (de ello ha dado múltiples pruebas 
a lo largo de la historia) tiene recursos técnicos suficientes para incorpo-
rar, sin trauma alguno, estos nuevos elementos, a no ser, una vez más, 
que la interpretación se confunda con el apego a la letra de la ley o con 
otros posibles defectos en que los canonistas han podido incurrir. El 
Derecho canónico puede cumplir su función en la Iglesia sin necesidad 
de renunciar a su auténtica naturaleza. Es más, sólo podrá servir eficaz-
mente a las exigencias de justicia y a la instauración de un orden social 
justo en la Iglesia --como demanda el mejor conocimiento que la ense-
ñanza conciliar ha supuesto- si no abdica de esta naturaleza jurídica. 
Tema completamente distinto es el que se refiere al modo de inter-
pretar el Derecho anterior al Concilio Vaticano n, de acuerdo con las 
disposiciones, más o menos contrastantes del mismo. En este punto hay 
que distinguir, con Hervada21 , tres tipos de textos conciliares cuya con-
fusión puede dar lugar a evidentes equívocos. 
a) No cabe duda,como se ha sugerido hace ya bastante tiempo22, 
que el Concilio contiene referencias, explícitas e implícitas, que atañen 
a un mejor conocimiento de la constitución de la Iglesia. Por poner 
algún ejemplo, se puede mencionar el principio de igualdad y sus rela-
20. Cfr., entre otros, J. HERVA DA, El ordenamiento canonzco, l. Aspectos centrales 
de la construcción del concepto (Pamplona 1966); P. J. VILADRICH, El Derecho canó-
nico, «Derecho canónico»" (Pamplona 1975), pp. 45-86. 
21. El Derecho del Pueblo de Dios, op. cit., pp. 272-277. 
22. Cfr., al respecto, P. GISMONDI, 1 principi conciliari e il Diritto canonico, «11 
Diritto ecclesiastico», 78 (1968), T, pp. 3-21; G. Lo CASTRO, La qualificazione giuridica 
delle deliberazioni conciliari nelle lonti di Diritto canonico (Milano 1970). 
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ciones con el princIplO jerárquico, los derechos y deberes fundamentales 
del fiel, la colegialidad episcopal, la configuración del oficio episcopal, 
etcétera. 
Ciertamente esto no significa un momento constituyente -en el 
sentido propio del término-. En cambio, es y supone un mejor y más 
perfecto conocimiento de determinados aspectos de la constitución de 
la Iglesia. Esto es, supone un esclarecimiento y mejor comprensión del 
Derecho divino en materias que afectan al ámbito constitucional de la 
Iglesia. Precisamente por ser Derecho divino y por ser Derecho consti-
tucional, ha de prevalecer sobre el Derecho positivo. Lo cual quiere 
decir que el Código y su legislación complementaria deben ser interpre-
tados ya de acuerdo con tales principios conciliares. Pero conviene preci-
sar: no por ser principios conciliares, sino por ser principios de rango 
constitucional (Derecho divino), esclarecidos por el Concili023 • 
Ahora bien, la existencia de tales principios de rango constitucional 
no determina la abrogación de toda la legislación precedente ni significa 
que se ha de prescindir, como inoperante, de todo un cuerpo legal como 
el Código. Es más, me parece un error pretender aplicar, particular y ais-
ladamente, el conjunto de virtualidades que de tales principios concilia-
res se desprenden. Lo adecuado será dar viabilidad a las mismas a través 
de las oportunas reformas legislativas. Cierto que de tales principios se 
derivan determinadas consecuencias, singularmente claras en algunos ca-
sos, que deben ser inmediatamente aplicadas y exigen, por tanto, una 
acomodación de la letra del Código. Pero, como es lógico suponer, estos 
casos son muy pocos y afectan únicamente a ciertos aspectos, no a la to-
talidad del sistema jurídico de la Iglesia. 
La mayoría de las consecuencias que pueden derivarse de tales prin-
cipios exigen para su aplicación, en buena técnica jurídica, una debida 
formalización por parte del legislador24 • Es decir, tales consecuencias no 
pueden integrarse ni utilizarse directa e inmediatamente en la interpre-
tación del derecho establecido. Han de mantenerse, sin sobrepasarlo, en 
el estricto campo de propuestas de iure condendo, de exigencias de 
reforma legal que afectan a algunos aspectos particulares de la vigente 
normativa jurídica. 
Pero conviene inSIstir en un punto concreto: nos referimos a prin-
cipios de rango constitucional, esclarecidos por la doctrina conciliar. No 
23. Cfr. VILADRICH, arto cit., pp. 66-74. 
24. Cfr. HERVADA-LoMBARDÍA, El Derecho del Pueblo de Dios, op. cit., pp. 29-47 
Y 145-189; VILADRICH, arto cit., pp. 72-74. 
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se trata de alusiones genéricas a la dignidad y libertad de la persona, por 
ejemplo, sino de verdaderos principios constitucionales. En este sentido 
-con referencia a la problemática expuesta25-, el Concilio no ha desa-
rrollado una doctrina, esencialmente diversa a la anterior, respecto del 
matrimonio. No puede hablarse de una nueva concepción del matrimonio, 
radicalmente distinta, que haga tabla rasa del Derecho matrimonial canó-
nico y que autorice una modificación particular de su contenido normati-
vo. En todo caso, cabe hablar del esclarecimiento de algunos principios 
-y no de rango constitucional- que pueden dar lugar, en algunos ca-
sos, a que el legislador opte por una normativa diferente, pero sin que 
venga solicitado por el imperio de unos principios constitucionales que 
ahora, por fin, se han conocido. Mucho menos cabe pensar en que el 
Concilio haya formulado una concepción del matrimonio, a nivel básico 
y fundamental, que obligue a una acomodación de letra del Código por 
haber abrogado directamente su contenido normativo. 
b) En otros casos, los textos conciliares contienen simples pro-
puestas de reforma. Pongamos un ejemplo. El Decreto Christus Dominus, 
en el n. 28, al configurar el sacerdocio diocesano como colaborador del 
orden episcopal, se expresa del modo siguiente: "Para que éste (el Obis-
po) pueda distribuir más apta y justamente los ministerios sagrados entre 
sus sacerdotes, debe tener la libertad necesaria en la colación de oficios 
y beneficios, quedando suprimidos, por tanto, los derechos y privi-
legios que coarten de alguna manera esta libertad". Concretando aún 
más este criterio, en el n. 31 del citado Decreto, se ordena la supre-
sión "del derecho de presentación, de nombramiento o de reserva, y 
donde exista, la ley del concurso, sea generala particular ( ... ). Por tanto, 
abrogada la distinción entre párrocos amovibles e inamovibles, hay que 
revisar y simplificar el proceso de traslado y separación de los párrocos, 
para que el Obispo, salva siempre la equidad natural y canónica, pueda 
proveer mejor a las exigencias del bien de las almas". Podría hablarse 
(siempre en la perspectiva del binomio Papa-Concilio), con referencia al 
texto citado y a otros muchos que .pueden detectarse en los documentos 
conciliares, de mandatos al legislador. 
Ahora bien, estamos ante posibles reformas; ante sugerencias o 
impulsos de reforma. En modo alguno pueden ser consideradas como 
reformas ya establecidas. En consecuencia, mientras no se produzca la 
reforma por la única vía posible (actuación del legislador), el Código 
25. Cfr. el apartado 11 de esta comunicación. 
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sigue vigente en su integridad y sigue siendo el único derecho aplicable 
a las relaciones jurídicas surgidas bajo su imperio. Una prueba de ello, 
que confirma el punto de vista sustentado, podemos detectarla, en re-
lación con el ejemplo aludido, en la jurisprudencia del Tribunal de la 
Signatura Apostólica en su Sección segunda. En efecto, en una decisión 
del 11 de noviembre de 196926 anula el decreto del Ordinario y de la 
Sagrada Congregación para los clérigos, por entender que, en la remoción 
del actor, no se han observado los cc. 2157-2161. Estos siguen en vigor, 
no obstante la recomendación conciliar, hasta tanto se produzca la refor-
ma del Código27 • 
c) Por último, cabe detectar, en los textos conciliares, la existencia 
de normas concretas que claramente derogan disposiciones jurídicas pre-
cedentes. Estos casos no plantean problema alguno en relación con su 
interpretación. No es un tema de interpretación de la norma, sino de 
sustitución de una norma precedente por otra distinta, nueva. Piénsese, 
por ejemplo, en el régimen jurídico de los obispos auxiliares28; en las 
facultades de dispensa de las leyes generales de la Iglesia, atribuidas, en-
tre otros, a los Obispos diocesanos2~, o en el régimen de algunos aspectos 
de las Conferencias episcopales30• 
2. Adecuación entre norma y realidad social. 
Al intentar una explicación de la teoría de la interpretación de la 
norma, es preciso partir o tener en cuenta un aspecto básico: su finali-
dad. Para comprender qué sea la interpretación, es utilísimo fijar antes 
otro extremo: para qué se interpreta la norma. Como ya decía Santo To-
más, la perfección de las cosas se mide por su adecuación al fin31 • La 
interpretación, como acto humano que es, vendrá también especificada 
por su fin. De este último han de derivar sus reglas o criterios y de él 
ha de recibir su medida y perfección. 
Esto supuesto, la pregunta surge espontánea: ¿Cuál es el fin de la 
interpretación? ¿Para qué se interpreta una norma? La respuesta es 
simple, sencilla y elemental: la norma es interpretada para aplicarla. La 
respuesta da a entender la distinción de dos fases o momentos en la 
26. Cfr. Decisio, n. 7, «lus Canonicum», XII (1972), n. 23, pp. 54-55. 
27. Cfr. asimismo el M. P. Ecclesiae Sanctae, 1, n. 20. 
28. Decr. Christus Dominus, nn. 25-26. 
29. lbid., n. 8 b). 
30. lbid., nn. 37-38. 
31. S. THOMAS, Summa contra gentiles, lib. 1, cap. 1. 
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aplicación de la norma: el momento cognoscitivo, constituido por la inter-
pretación, y el momento operativo, constituido por la aplicación propia-
mente dicha. La interpretación, pues, es el momento cognoscitivo del 
paso de la norma a su vivencia efectiva (aplicación de hecho). Ahora 
bien, si la interpretación se centra en ese momento cognoscitivo de la 
aplicación de las normas, significa que la interpretación tiene una finali-
dad eminentemente práctica. Aspecto importante de la cuestión. Se inter-
preta para o en orden a la recta aplicación y vivencia efectiva de la 
norma32• 
En consecuencia, la interpretación es conocimiento de la norma, 
ciertamente. En la interpretación se dan cita elementos y factores espe-
culativos. De lo contrario, no cabría pensar ni sería posible un conoci-
miento de la norma. Pero, sobre todo, la interpretación es un conoci-
miento práctico, un iudicium practicum} un juicio de la razón práctica. 
Por esto se ha hablado frecuentemente de arte del Derecho o de jurispru-
dencia, prudencia del Derecho, que no es otra cosa que la medida de 
la recta razón práctica. En este caso, se trata de una prudencia jurídica33• 
Ahora bien, afirmar que la interpretación, en cuanto aplicación in-
mediata de la norma a la vida real, es un juicio práctico, no implica o 
lleva consigo una simple cuestión de clasificación científica. La distin-
ción entre conocimiento práctico y especulativo viene referida al modo 
mismo de producirse uno y otro. Precisamente la negación o confusión 
de esta básica distinción es la clave que explica el error de la llamada 
lógica jurídiccr. Esta pretende aplicar al conocimiento y a los juicios de 
Derecho lo propio del conocimiento especulativo. En realidad, siguiendo 
la epistemología aristotélica-tomista, habitual en los canonistas de todos 
los tiempos, no cabe hablar de tal lógica. No hay, propiamente hablando, 
una lógica, sino una prudencia. No se debe hablar de lógica jurídica, sino 
de prudencia jurídica (jurisprudencia). 
Las anteriores precisiones no son, como es lógico suponer, un alar· 
de erudito. Por el contrario, han sido realizadas por entender que nos 
sitúan justamente en el centro de la solución del problema. En efecto, el 
conocimiento práctico -y dentro de éste los juicios prácticos- no es 
nunca mero conocimiento especulativo, ni se identifica con él. Es más, 
32. En este contexto de ideas la doctrina secular habla de una «interpretación 
aplicativa». Cfr. J. L. VILLAR PALASÍ, La interpretación y los apotegmas iurídico-lógicos 
(Madrid 1976). 
33. Cfr. E. LALAGUNA, Jurisprudencia y fuentes del Derecho (Pamplona 1969). 
34. Cfr. L. RECASENS, Nueva filosofía de la interpretación del Derecho (Méxi-
co 1973). 
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un conOCimiento meramente especulativo {tomando el término en su sig-
nificación estricta) representaría un falseamiento de la propia norma, ya 
que ésta, en definitiva, es una regla práctica. Tal acotación, pues, ha de 
mantenerse como esencial en el tema que nos ocupa. 
Decir que la interpretación de la norma es un conocimiento o juicio 
práctic035, como distinto del especulativo, supone afirmar que ésta re-
quiere dos factores o elementos, a saber: a) Por una parte, el conoci-
miento de los propios enunciados en que la norma se expresa o se con· 
tiene; b) Por otra, el conocimiento de la realidad social sobre la que la 
norma en cuestión va incidir. Ya Santo Tomás36 señalaba que el juicio prác-
tico opera a modo de un silogismo, cuya premisa mayor es el principio 
o regla y la premisa menor el conocimiento de la realidad. La conclusión 
consistiría en la aplicación de la regla, de acuerdo con las características 
de la realidad. La interpretación, en cuanto fase del proceso aplicativo 
y en cuanto conocimiento práctico, exige la presencia de ambos factores. 
Interpretar la norma es entenderla, comprenderla, en función de la 
realidad. 
En este contexto hay que entender la mens o voluntas legislatoris. 
La norma no es un precepto o exigencia de comportamiento momentáneo 
y transitorio. Es regla estable de conducta que el legislador proyecta en 
el tiempo. Pero es algo más. La norma es regla que se establece) algo 
establecido. Esto es, la regla se integra, como tal criterio de conducta, 
en la propia realidad social. Por este motivo, no cabe (como habitualmen-
te se ha venido entendiendo) contemplar la norma desde la exclusiva pers-
pectiva de su conexión subjetiva con la persona del legislador concreto 
que la promulgó de tal forma que su interpretación consista únicamente 
en individualizar la voluntas legislatoris en el momento de la promulga-
ción. Si esto fuera así, la norma sería siempre un precepto momentáneo 
y perdería su validez con el mero transcurso del tiempo. 
La norma, al promulgarse, se objetiva. Adquiere, hasta cierto punto, 
una existencia autónoma con respecto al legislador concreto que la pro-
mulgó, para convertirse en regla objetiva de ordenación de la sociedad. 
La mens y la voluntas legislatoris quedan objetivadas en la norma que, 
a su vez, se incorpora al ordenamiento jurídico respectivo, de cuyo espío 
ritu y principios participa. 
Hemos dicho antes que interpretar la norma es entenderla en fun. 
35. Cfr., O. N. DERISI, La doctrina de la inteligencia. De Aristóteles a Santo Tomás 
(Buenos Aires 1945). 
36. I-JI, q. 90, a. 1 ad 2. 
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ción de la realidad. Pero de una realidad social que, por su misma natu-
raleza, no es inmóvil ni estática, sino evolutiva y cambiante. Es, eviden-
temente, una realidad histórica. Si no se olvidan las coordenadas expues· 
tas, fácilmente se comprende que una verdadera y auténtica interpreta. 
ción es, por exigencia de su naturaleza de conocimiento práctico, una 
operación dinámica, ya que existe un factor dinámico que la constituye, 
a saber: la evolución de la realidad social. 
La interpretación, en consecuencia, no consiste, salvo que traicione· 
mos su misma naturaleza, en fijar o determinar el contenido de la norma 
en el momento de su promulgación y de acuerdo con la realidad social 
del mismo. No consiste en individualizar un sentido atemporal y ahistó-
rico de la norma en cuestión sin referencia o acomodación alguna a la 
realidad social del momento en que se aplica y sobre la que incide. Esto 
no es interpretar la norma. A lo sumo sería fijar el contenido de una 
norma vigente en un momento determinado, más propio de historiado· 
res que de juristas. 
La dimensión evolutiva del dato social, de la realidad viva, captada 
por el entendimiento, proporciona la capacidad para interpretar justa-
mente la norma, esto es: comprenderla ajustada y adecuadamente a la 
realidad concreta que se pretende ordenar. Tal dimensión evolutiva de 
la realidad sociales lo que fundamenta una interpretación progresiva y 
evolutiva de la norma dentro de la estabilidad y objetivación de sus 
enunciados, de su mandato o de su ordenación. Lo que no cabe es una 
especie de caprichosa o subjetiva manipulación de tales enunciados, con-
tenidos en la norma. La alteración de éstos, por parte del presunto intér-
prete, no es función reconducible a una interpretación evolutiva, sino 
pura y simple desobediencia legal o sustitución de la norma por un cri-
terio particular improvisado. En este sentido la interpretación evolutiva 
tiene dos límites claros: 
1) Cuando viene referida a realidades inmutables, como son los 
datos que aporta, por ejemplo, la naturaleza humana, la interpretación 
será siempre la misma. Tal es el caso del Derecho natural. Por muy 
cambiante que sea la realidad social, por muy evolucionada que aparezca 
la realidad viva, el contenido normativo del Derecho natural no puede 
cambiar sustancialmente. En estos casos no cabe otro progreso ni otra 
evolución que el derivado de un mejor conocimiento de la naturaleza 
humana o el que resulte de la aparición de nuevas situaciones. 
2) Hay supuestos en que la realidad social, presente en el mo-
mento inicial de la norma y en función de la cual ésta se promulgó, ha 
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experimentado tales mutaciones, que la norma misma se hace inadecua-
da e injusta. La realidad social, parte integrante de la norma, ha sufrido 
cambios sustanciales. En estos casos, no es cuestión de interpretar la 
norma en función de esa realidad, radicalmente distinta. En estos casos, 
la norma misma pierde su sentido. No cabe su interpretación. Lo único 
que cabe es recurrir a otra técnica distinta y muy concretamente a abro-
gar o reformar la norma, sustituyéndola por otra. 
Incluso en estos últimos supuestos, es preciso tener en cuenta un 
dato particularmente significativo dentro del ordenamiento canónico. Me 
refiero a que la norma,en cuanto factor de impulso de la comunidad 
hacia la realización de las exigencias que brotan de la adhesión al mensa-
je evangélico, no aparezca como inadecuada. Entonces no cabe su refor-
ma o abrogación en base a una realidad sociológica distinta, sino que, 
por el contrario, debe mantenerse como exigencia constante de ordena-
ción de dicha realidad. La norma aparece como instrumento que preten-
de precisamente cambiar la realidad social a fin de adecuarla a exigencias 
ineludibles del compromiso de fe. 
Esto nos lleva de la mano a una confusión, muy habitual en los 
tiempos actuales, a saber: confundir la interpretación correcta de la nor-
ma en función de la realidad social con el llamado historicismo. Por de-
finición, el historicismo conlleva una velada, pero real, negación de la 
norma, de cualquier norma, de cualquier criterio o principio fijo y esta-
ble. Para el historicismo sólo existe el puro devenir, siempre nuevo y 
distinto, sin regla alguna. La norma representa únicamente una superes-
tructura que ahoga y dificulta el desenvolvimiento espontáneo de la 
vida en sus distintas manifestaciones. Entonces la norma debe desapa-
recer. Ha de prevalecer la realidad viva, la situación concreta, el puro 
dato sociológico. La única norma admisible será la deducida de la propia 
realidad social. Es esta última la que determina, en cada caso, el conte-
nido o la norma de conducta. El criterio fundamental de conducta viene 
impuesto, para cada caso, por la rigurosa actualidad del entorno social, 
cultural, existencial de cada persona. Claro está que este anárquico dina-
mismo,entendido como único criterio (norma) válido, se denominará, 
para no despertar sospechas, autorrealización personal, amor intersub-
jetivo, espíritu pastoral, animación cristiana, etc., según a qué realidades 
se aplique. Estamos, pura y simplemente, para decirlo sin rodeos, ante 
el "si tuacionismo jurídico "37. 
37. Una reciente crítica al respecto en J. M. MARTÍNEZ DORAL, Situacionismo ;u-
rídico e indisolubilidad del matrimonio, «Persona y Derecho», I (1974, pp. 213-220. 
LA INTERPRETACIÓN EVOLUTIVA DE LA NORMA 135 
La doctrina y la jurisprudencia, a las que hemos aludido en la pri-
mera parte de esta comunicación, hablan de mentalidad moderna, de 
signos de los tiempos, de la cultura de nuestros días, del mundo actual 
y de expresiones semejantes. Hablan, aludiendo a la doctrina conciliar, 
de los cambios operados, de la nueva visión conciliar, de la nueva con-
cepción, del espíritu conciliar, etc. La realidad es sustituida por el sub-
jetivismo. Los datos objetivos de lo real se sustituyen por datos subje-
tivos, alterando de este modo la sustancialidad propia del juicio práctico. 
Los datos objetivos, que configuran doctrinalmente determinadas insti-
tuciones de la Iglesia, son sustituidos por particulares apreciaciones y 
modos de entender que distan mucho, en la mayoría de los casos, de 
responder a la auténtica doctrina conciliar, unánimemente invocada. 
El intérprete entonces se transforma o se convierte en un legislador 
particular. En modo alguno respeta la objetividad de la norma. Esta, por 
definición, no tiene sentido. Nada hay objetivo en la norma. El conteni-
do de la norma depende siempre, en todo momento, constantemente de 
la cambiante realidad sociológica que irá integrando la letra de la norma 
de sucesivos y distintos contenidos. La norma es interpretada de manera 
que sus contenidos, conceptos y términos son sustancialmente alterados. 
En estos casos no hay verdadera interpretación, sino pura y simple sus-
titución de una norma vigente por improvisados criterios personales, 
por subjetivas abstracciones de la doctrina conciliar. 
De este modo, aun cuando invocan el conocido aforismo: "la letra 
mata, pero el espíritu vivific2", son los primeros en no aplicarlo y que-
darse con la letra de la norma. Letra que no es preciso cambiar para 
nada. Basta con cambiar -si bien arbitrariamente- su significado. Ni 
siquiera hablan de reformas legales. No son necesarias. Recordando una 
vez más el ejemplo tantas veces aducido del c. 1083, no sugieren una 
reforma del mismo -como ha propugnado la mejor doctrina canónica 
y proyecta la Comisión de reforma del Códig038-, sino que, mantenien-
do inalterada la letra, modifican radicalmente su contenido y lo aplican 
arbitrariamente a supuestos no previstos por el legislador. En el fondo, 
como se advierte claramente, se trata, como en tantas ocasiones, de un 
concepto falso de lo que es y significa el fenómeno jurídico en la Iglesia. 
Se trata de una verdadera corrupción del Derecho. 
38. Cfr. DELGADO, op. cit., pp. 68-70. 

